
Es necesario promover 
el análisis, el debate y la 
generación de propuestas 
para constituir una política 
pública de seguridad 
democrática con enfoque de 
derechos humanos y capaz de 
responder a cada uno de los 
fenómenos que caracteriza 
a la violencia e inseguridad 
ciudadana en el Perú. 

Esta política deberá garantizar 
que el empleo de la fuerza 
pública respetará los principios 
de legalidad, necesidad y 
proporcionalidad. 

Las políticas públicas y las 
otras medidas que se adopten 
en aras de una seguridad 
democrática deberán tener 
en cuenta siempre el respeto 
irrestricto de los derechos 
humanos, incluso en 
contextos excepcionales.
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Desde sus orígenes, la Policía se constituyó como una 
institución necesaria, relevante y funcional para conser-
var el Estado, por eso su desempeño aparece tan es-
trechamente vinculado con el régimen político y con 
la forma en que se obtiene, ejerce y mantiene el poder 
a lo largo del tiempo. Sin embargo, pese a su papel 
protagónico, el número de estudios que existen acer-
ca del tema aún es limitado en comparación con los 
que se han adelantado sobre otras instituciones políti-
cas, como los partidos o las asambleas legislativas, por 
ejemplo. 

Y esto revela cuán pertinente y cuán valioso resulta en-
focar esfuerzos en avanzar investigaciones que aborden 
el tema de la Policía y el régimen político, porque es 
evidente que en el escenario político actual la demo-
cracia convive con diversos grados de autoritarismo y 
abuso policial.

En términos generales y en muchos Estados, además, es 
cuestionable el nivel de empoderamiento de los ideales 
democráticos en el desempeño de sus cuerpos de se-
guridad. Tenemos, entonces, que el uso de la fuerza 
policial es “un problema preciso de gobernar” (Aimar, 
González, Montero, & Sozzo, 2005, pág. 16), porque 
un desempeño policial caracterizado por el excesivo 

uso de la fuerza, el abuso de autoridad, la negligen-
cia, la arbitrariedad y la corrupción termina por minar la 
cercanía y la cooperación con la ciudadanía, el nivel de 
confianza en la institución y la percepción de eficiencia 
en el establecimiento de condiciones idóneas de segu-
ridad, así como vulnera los principios fundamentales de 
la democracia (Ahmad, Hubickey, McNamara, & Batis-
ta) (Hales & Higgins, 2016). 

Como resulta indispensable abordar estos temas, esta 
investigación se centrará y se orientará a analizar la si-
tuación actual de la seguridad ciudadana en el Perú. A 
partir de aquí, se edificarán las bases para la construc-
ción de una política pública de seguridad democrática, 
en atención a la capacidad del Estado para garantizar 
la seguridad ciudadana sin sacrificar el pleno respeto de 
los derechos humanos.

Una primera advertencia: el objetivo de esta investi-
gación impide el desarrollo detallado de cada uno de 
los aspectos que plantea la seguridad ciudadana en 
el Perú; no obstante, la indagación sí se detendrá en 
los temas doctrinarios más relevantes que explican los 
elementos de la seguridad ciudadana y los pilares para 
viabilizar el cambio del modelo actual por uno de segu-
ridad democrática.
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2.1	 PANORAMA REGIONAL Y LOCAL 

Si bien la violencia es un fenómeno generalizado en 
el mundo, sus causas pueden ser variadas: uso arbitra-
rio de la fuerza pública, altos índices de criminalidad, 
violencia basada en género, trata de personas, tráfico 
ilícito de drogas, existencia de conflictos armados, en-
tre otras. Así tenemos que no es tarea sencilla efectuar 
una comparación entre Estados. Y aunque la tasa de 
homicidios sea uno de los indicadores más completos, 
comparables y precisos para efectuar la medición de la 
violencia, no es el único que puede dar cuenta de los 
problemas de violencia en la región y, de manera espe-
cífica, en el Perú (Oficina de Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito, 2013).

Ahora bien, el panorama en América Latina es desola-
dor: el 2017, por ejemplo, se registraron 4 670 víctimas 
fatales producto de intervenciones policiales en Brasil; 
un incremento del 25.7 % en relación con el 2016 
(Monitor Fuerza Letal, CIDE, Laboratorio de Análise da 
violencia, Fundación Ideas para la Paz, 2019, pág. 28). 
El 2018, la cifra ascendió a 6 220 víctimas fatales (Wa-
llace, 2020).

El análisis comparativo realizado en el “Informe sobre 
uso y abuso de la fuerza letal en América Latina: Un 
estudio comparativo de Brasil, Colombia, El Salvador, 
México y Venezuela (2019)”, a pesar de los problemas 
para recabar información, pudo concluir lo siguiente:

“La segunda constatación es que la incidencia de 
muertes de civiles es extremadamente elevada en 
Venezuela, seguida por El Salvador. En Venezuela, el 
número absoluto de personas muertas por el Estado 
es incluso superior al de Brasil, a pesar de contar 
con una población –en términos absolutos– casi sie-
te veces menor. La tasa de civiles muertos supera los 
15 civiles muertos por cada 100,000 habitantes, un 
registro mayor que la tasa de homicidios en la gran 
mayoría de los países del mundo. El Salvador, por su 
parte, presenta una tasa de más de seis civiles muer-
tos por el Estado y Brasil de algo más de dos. Sólo 
Colombia registra valores inferiores a uno. El caso 

de México es difícil de evaluar, pues la fuente es la 
prensa y, como ya fue explicado, hay un claro riesgo 
de subestimación” (Monitor Fuerza Letal, CIDE, La-
boratorio de Análise da violencia, Fundación Ideas 
para la Paz, 2019, pág. 167).

En el Perú, según las cifras oficiales más recientes, la 
tasa de homicidios intencionales se ubica por encima 
de los 7 puntos porcentuales. De acuerdo con informa-
ción de la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga 
y el Delito, en el 2017, la tasa de homicidios intencio-
nales en territorio peruano fue de 7.9 por 100 000 ha-
bitantes. (Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y 
el Delito). Es importante destacar que este número no 
se refiere únicamente a homicidios derivados de inter-
venciones policiales. Las estadísticas del Instituto Nacio-
nal de Estadística e Informática (INEI) señalan que en el 
2017 el número de muertes violentas asociadas a un 
hecho delictivo doloso (intencional) ascendió a 2 487 
personas; una tasa de 7,8 muertes violentas por cada 
100 mil habitantes. Esto supuso, además, un incremen-
to de 2.4 puntos desde el 2011 (Instituto Nacional de 
Estadística e Informática, 2018, pág. 15).

Adicionalmente, como se mencionó previamente, el 
origen de la violencia es variado. Al respecto, en el caso 
de la violencia basada en género, se cuenta con cifras 
oficiales sobre la más grave manifestación de violencia 
contra las mujeres: el feminicidio. Según la estadística 
del Programa Aurora del Ministerio de la Mujer y Po-
blaciones Vulnerables, entre enero y octubre del 2020, 
se registró un total de 111 casos con características de 
feminicidio (Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulne-
rables, 2020).

Si bien cada Estado presenta particularidades sobre 
los fenómenos relacionados con su seguridad y orden 
interno, según lo expuesto, existen factores que afec-
tan a la región en su conjunto. Además, “se presentan 
desafíos de seguridad y factores de riesgo que gravi-
tan sobre el conjunto de los países, vinculados al apa-
recimiento, profundización y extensión de fenómenos 
transnacionales, dando lugar a una suerte de dimensión 
interconectada entre la seguridad interior y la seguridad 
vecinal y regional” (Celi & Grabendorff, 2020, pág. 7).
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Algunos de estos fenómenos (varios de ellos interrela-
cionados) tienen larga data en la región. No obstante, 
otros son nuevos y resultan producto de la globaliza-
ción; entre ellos, destacan los siguientes (Celi & Gra-
bendorff, 2020, pág. 8):

•	 Tráfico ilícito de personas.
•	 Tráfico ilícito de drogas.
•	 Tráfico ilícito de armas.
•	 Crimen organizado transnacional: explotación de 

minería ilegal, piratería de productos y los antes se-
ñalados (tráfico de personas, de drogas, de armas, 
entre otros).

•	 Desplazamientos y migraciones.
•	 Terrorismo.
•	 Cibercrimen.
•	 Impactos del cambio climático.

Aunque cada uno de los factores tenga aristas y par-
ticularidades propias, destaca la dificultad común de 
enfrentar el crimen organizado. Esta problemática, pre-
cisamente, representa un desafío de gran complejidad, 
cuya importancia resulta cada vez más reconocida en la 
región (Friedrich Ebert Stiftung, 2020, pág. 20).

2.2	 PROTESTAS CONTINUAS EN ESTA-
DOS DE AMÉRICA LATINA 

Sumado a lo anterior, es importante resaltar que en los 
distintos países de América Latina se repite una serie 
de fenómenos relacionados con las protestas sociales, 
motivados principalmente por la desigualdad social 
existente al interior de cada Estado: la corrupción, la 
violencia basada en género y, con especial intensidad, 
la alta conflictividad socioambiental que se origina en 
el marco de la implementación de proyectos primarios 
exportadores vinculados con la explotación de recursos 
minerales, petrolíferos, gasíferos y forestales.

Según la información del Observatorio de Conflictos 
Mineros en América Latina, al 2020, el número de con-
flictos asciende a 277, incluidos 5 conflictos transfron-
terizos (Observatorio de Conflictos Mineros de América 
Latina, 2020).

A pesar del contexto de emergencia sanitaria por la CO-
VID-19, no cesan las demandas ciudadanas vinculadas 

con los problemas antes señalados (con presencia en 
las calles). En los últimos meses del año 2020 ocurrie-
ron masivas manifestaciones en Chile, Colombia, Costa 
Rica, Perú (Pappier & Muñoz , 2020), Guatemala (Info-
bae, 2020), México (Agencia AFP, 2020) y Argentina 
(Centenera, 2020). Conviene señalar que estas protes-
tas no son recientes ni aisladas, tan solo en el año 2019 
se dieron protestas con cientos de miles de personas en 
Chile, Ecuador, Bolivia, Venezuela y Nicaragua (Perú21, 
2019). 

Con mucha frecuencia, desafortunadamente, y aunque 
las protestas fueron mayoritariamente pacíficas, se rea-
lizó un uso arbitrario y desproporcionado de la fuerza 
pública que trajo como resultado personas heridas y 
fallecidas.

En el caso peruano, es preciso destacar las protestas 
ocurridas entre el 10 y el 14 de noviembre del 2020, 
con motivo de la vacancia del entonces presidente Mar-
tín Alberto Vizcarra Cornejo, votada por el Congreso de 
la República, con la consecuente asunción del Gobierno 
por el entonces presidente del Congreso Manuel Arturo 
Merino de Lama.

En una visita in loco al Estado peruano, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos recibió informa-
ción sobre el uso desproporcionado de la fuerza pú-
blica que se empleó contra los manifestantes, sobre 
las detenciones masivas, sobre la violencia sexual, so-
bre la obstaculización de la labor de defensores, entre 
otros (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
2020). Según cifras de la Defensoría del Pueblo, “al 
menos 47 personas habrían sido detenidas entre el 10 
y el 14 de noviembre de 2020. En dicho contexto y has-
ta la fecha, 2 personas perdieron la vida y por lo menos 
200 personas resultaron heridas, incluyendo 21 miem-
bros de la Policía Nacional del Perú (PNP)” (Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, 2020). 

Con todo lo hasta aquí expuesto, es necesario promo-
ver el análisis, el debate y la generación de propuestas 
para constituir una política pública de seguridad demo-
crática con enfoque de derechos humanos y capaz de 
responder a cada uno de los fenómenos que caracteriza 
a la violencia e inseguridad ciudadana en el Perú. Esta 
política deberá garantizar que el empleo de la fuerza 
pública respetará los principios de legalidad, necesidad 
y proporcionalidad.

ESTADO DE LA CUESTIÓN
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3.1  SEGURIDAD CIUDADANA

En primer lugar, conviene señalar que el concepto de 
seguridad ciudadana no es estático, sino que responde 
al contexto y a los fenómenos sociales. “La seguridad 
se refleja en sus múltiples manifestaciones y denomi-
naciones, que dependen de los espacios geográficos 
que incorpora, de las diferentes situaciones conside-
radas como amenazas que debe afrontar, del sujeto 
que debe proteger y de las instituciones, organismos 
y sectores comprometidos con los diferentes niveles de 
protección” (Flacso Ecuador, Fundación Grupo Esquel, 
Friedrich Ebert Stiftung, 2005).

Actualmente, el concepto de seguridad ciudadana en 
regímenes democráticos (y también autoritarios) se 
transforma de acuerdo con el contexto de la globali-
zación. En esta línea, fenómenos, amenazas y factores 
de riesgo, principalmente de índole transnacional, im-
pactan en el espacio regional y afectan la propia noción 
sobre seguridad (Celi & Grabendorff, 2020, pág. 5). 
Aunque, de manera genérica, el concepto de seguridad 
ciudadana, tal como lo definió el Tribunal Constitucio-
nal del Perú (Verbigracia: la sentencia recaída en el Ex-
pediente N.° 03436-2016-PHC/TC), se entiende de la 
siguiente forma:

“4. Además en el Expediente 00349-2004-AA/TC, 
fundamento 13, el Tribunal Constitucional ha de-
finido el término seguridad ciudadana como: ‘un 
estado de protección que brinda el Estado y en cuya 
consolidación colabora la sociedad, a fin de que de-
terminados derechos pertenecientes a los ciudada-
nos puedan ser preservados frente a situaciones de 
peligro o amenaza, o reparados en caso de vulne-
ración o desconocimiento’” (Sentencia del Tribunal 
Constitucional del Perú, 2018).

La seguridad ciudadana es un bien público que debe 
ser accesible a todos los ciudadanos y ciudadanas (Frie-

drich Ebert Stiftung, 2020, pág. 5). Y garantizar “la se-
guridad pública extendida a todos los ciudadanos es un 
derecho constitucional que no puede ser transferido a 
las fuerzas del mercado en forma del concepto, muy 
extendido en la región, de la seguridad privada” (Celi & 
Grabendorff, 2020, pág. 9).

En segundo lugar, es importante señalar que “[l]a se-
guridad ciudadana no puede basarse en un paradig-
ma de uso de la fuerza que apunte a tratar a la pobla-
ción civil como el enemigo, sino que debe consistir en 
la protección y control de los civiles” (Sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Mu-
jeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco vs. México, 
2018). En consecuencia, la seguridad democrática tiene 
que incorporar un enfoque de derechos humanos. Bajo 
este marco, deberá tomarse en cuenta que la existencia 
de la seguridad ciudadana no solo depende de la pro-
tección de los derechos de la ciudadanía, sino de que 
exista un rol participativo e inclusivo de la misma ciuda-
danía en la construcción y la supervisión de las políticas 
de seguridad (Friedrich Ebert Stiftung, 2020, pág. 5). 
Además, se deberá entender que la seguridad ciuda-
dana involucra elementos esenciales para el desarrollo 
de la sociedad (Asamblea General de la Organización 
de los Estados Americanos, 1996).

En otro extremo, el concepto de seguridad, en tanto 
dinámico, también debe adaptarse a las nuevas tecno-
logías. Y si esto es así, entonces, ya se observan res-
puestas estatales para garantizar la seguridad en el ci-
berespacio, a través de la garantía de la ciberseguridad, 
por ejemplo1.

“El término ‘ciberseguridad’ se define normalmente 
como la protección de datos, información y siste-

1	 Aunque no es materia de esta investigación, se puede señalar que 
existen prácticas de hipervigilancia digital que bien podrían evidenciar 
los rasgos autoritarios de los Estados.
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mas conectados a Internet. (…) [E]n un primer mo-
mento, la ciberseguridad obedecía a un enfoque de 
protección de la información (Information Security) 
donde solamente había que proteger la información 
de los accesos, usos, revelaciones, interrupciones, 
modificaciones o destrucciones no permitidas (Fo-
jón, 2010, 2). Mientras que ahora, este enfoque 
está evolucionando hacia la gestión de riesgos del 
ciberespacio (Information Assurance) donde la ci-
berseguridad consiste en la aplicación de un pro-
ceso de análisis y gestión de los riesgos relaciona-
dos con el uso, procesamiento, almacenamiento y 
transmisión de información o datos y los sistemas 
y procesos usados basándose en los estándares in-
ternacionalmente aceptados (Fojón, 2010, 2). Por 
tanto, es importante para los Estados disponer de 
estructuras organizativas nacionales, regionales e 
internacionales, para fortalecer su ciberseguridad y 
luchar contra la ciberdelincuencia” (Sánchez, 2012, 
pág. 126).

Como se aprecia, la definición de seguridad ciudadana 
es relacional, dado que depende también del contexto. 
La construcción del paradigma de seguridad democráti-
ca deberá encontrarse en continua revisión, asegurando 
que la finalidad ulterior, que es garantizar la seguridad 
ciudadana, se cumpla. Además, las políticas públicas 
de seguridad deben cimentarse sobre el respeto de los 
derechos humanos y la consolidación de la democracia. 
Estas políticas también deberán ser lo suficientemente 
flexibles como para garantizar una respuesta oportuna 
y adecuada a los distintos factores que puedan amena-
zar dichos derechos.

3.2  EL IMPACTO DE LA (IN)SEGURIDAD 
CIUDADANA EN LOS DERECHOS HU-
MANOS

Aquí resulta relevante efectuar un acercamiento sobre 
algunos derechos que se encuentran amenazados o 
que, en la práctica, resultan afectados por aquellos fe-
nómenos vinculados con la garantía de seguridad ciu-
dadana. Sin embargo, en el presente trabajo, dada la 
complejidad y la vastedad del tema y el objeto mismo 
del estudio, el análisis se centrará en el impacto de la 
criminalidad organizada y de la delincuencia común en 
los derechos humanos, así como en el impacto de las 
actuaciones y operaciones policiales en los derechos 
humanos.

3.2.1  El impacto de la criminalidad or-
ganizada y de la delincuencia común en 
los derechos humanos
El fenómeno de la criminalidad organizada, especial-
mente el relacionado con el narcotráfico, es una ame-
naza para los Estados de América Latina, para sus socie-
dades y para cada uno de sus ciudadanos y ciudadanas. 
Tiene, además, una naturaleza transnacional y es pro-
tagonizada, en su mayoría, por actores no estatales. Y, 
de esta manera, se manifiesta a través de la violencia 
que genera, mayoritariamente, en entornos urbanos 
(Bartolomé, 2020, pág. 58). Ahora bien, la criminalidad 
organizada en el Perú, en tanto se relaciona con distin-
tos delitos, también afecta diferentes derechos: la vida, 
la integridad personal, la libertad personal, etcétera.

“Si bien la medición del crimen organizado en este 
ámbito es compleja, algunos indicadores permiten 
aproximarnos al panorama general del accionar de 
estas organizaciones y su concentración territorial. 
Así, por ejemplo, según el Instituto Nacional de Es-
tadística e Información (2018), las ciudades costeñas 
presentan mayor cantidad de víctimas por sicariato; 
mayores tasas de denuncias por extorsión, según el 
Ministerio Público (2018), y altas tasas de homicidio 
calificado, en comparación con el resto del país. Asi-
mismo, de acuerdo con los informes estadísticos del 
Instituto Nacional Penitenciario (INPE, 2019), más de 
la mitad de los internos por el delito de extorsión en 
todo el país se encuentran en los establecimientos 
penitenciarios de Lima y Trujillo (…)” (Vizcarra, Bo-
nilla, & Prado, 2020, pág. 120).

En el caso peruano, la inseguridad no solo está vincula-
da con la criminalidad organizada; también se relaciona 
con el fenómeno de la delincuencia común. Según in-
formación del Instituto Nacional de Estadística e Infor-
mática (INEI):

“Los hechos delictivos que más afectaron a la po-
blación urbana de 15 y más años de edad en el año 
2019 fueron el robo o intento de robo de dinero, 
cartera, celular y la estafa, donde el primer hecho 
delictivo afectó a 18 de cada 100 habitantes de 15 
y más años de edad, mientras que 4 de cada 100 
habitantes de 15 y más años de edad fueron vícti-
mas de estafa. En menor tasa, se presentan el robo 
o intento de robo de vehículo y las amenazas e inti-
midaciones con tasas de 3 y 2 víctimas por cada 100 
habitantes de 15 y más años de edad, respectiva-
mente” (Instituto Nacional de Estadística e Informá-
tica, 2020, pág. 11).

ASPECTOS QUE IMPACTAN EN LA (IN)SEGURIDAD CIUDADANA EN EL PERÚ
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Es necesario destacar que, en el ordenamiento jurídi-
co peruano, todo robo implica violencia. Al respecto, 
el artículo 188 del Código Penal peruano tipifica lo si-
guiente: 

“Artículo 188. Modificado. Ley 27472, Art. 1°. 
Robo. “El que se apodera ilegítimamente de un 
bien mueble total o parcialmente ajeno, para apro-
vecharse de él, sustrayéndolo del lugar en que se 
encuentra, empleando violencia contra la perso-
na o amenazándola con un peligro inminente 
para su vida o integridad física, será reprimido 
con pena privativa de libertad no menor de tres ni 
mayor de ocho años”. (El resaltado es nuestro) 

A esto hay que sumarle que, en el primer semestre del 
año 2020, la Policía Nacional del Perú (PNP) reportó 
1 358 denuncias por homicidio culposo/doloso. En el 
año 2019, se registraron 2 803 denuncias (Instituto Na-
cional de Estadística e Informática, 2020, pág. 96).

De acuerdo con información del INEI, hay un gran por-
centaje de ciudadanos y ciudadanas que perciben que 
en un mediano plazo pueden ser víctimas de algún he-
cho delictivo a nivel nacional urbano:

“En el año 2019, a nivel nacional urbano, el 85,8 % 
de la población de 15 y más años de edad percibe 
que en los próximos doce meses puede ser víctima 
de algún hecho delictivo que atente contra su se-
guridad; asimismo, en las ciudades de 20 mil a más 
habitantes este porcentaje es de 88,0 %, mientras 
que en los centros poblados entre 2 mil y menos de 

20 mil habitantes es de 79,6 %”. (Instituto Nacional 
de Estadística e Informática, 2020, pág. 134).

Es decir, la criminalidad organizada y la delincuencia 
común afectan distintos derechos de las personas y ge-
neran una percepción de inseguridad evidente en los 
ciudadanos y ciudadanas.

3.2.2  El impacto de las actuaciones y 
operaciones policiales en los derechos 
humanos 
El escenario social convulsionado al que se hizo refe-
rencia, de manera general, en la parte inicial del pre-
sente documento, es un fenómeno que afecta a Amé-
rica Latina y del que el Estado peruano no escapa ni es 
ajeno. En el Perú, los conflictos sociales, especialmente 
los socioambientales, tienen larga data. Según informa-
ción de la Defensoría del Pueblo, a setiembre del 2020, 
existían 144 conflictos activos y 47 conflictos latentes. 
De este número, 118 casos presentaron al menos un 
hecho de violencia (Defensoría del Pueblo. Adjuntía 
para la Prevención de Conflictos Sociales y la Goberna-
bilidad, 2020, pág. 5). 

Los conflictos socioambientales alcanzaron el 65.4 % 
(125 casos) del total de conflictos registrados en el 
mes de setiembre del 2020. Según información de la 
Defensoría del Pueblo, la distribución de los conflictos 
sociales por tipo es la siguiente (Defensoría del Pueblo. 
Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales y la 
Gobernabilidad, 2020, pág. 17): 

Figura 1. 
Víctimas según tipo de hecho delictivo, 2019 
(Tasa por cada 100 habitantes de 15 a más años de edad) 
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Fuente: Instituto Nacional de Estadística e Informática – Encuesta Nacional de Programas Presupuestales 2019.
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Figura 3. 
Perú: Conflictos activos en proceso de diálogo, setiembre 2017 - setiembre 2020 
(Número de casos)
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Figura 2. 
Perú: Conflictos sociales según tipo, setiembre 2020 
(Distribución porcentual)
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Además, como se observa en el siguiente gráfico, desde 
setiembre del 2017 hasta setiembre del 2020, el núme-
ro de casos de conflictos sociales activos se mantiene 

por arriba de 100 (Defensoría del Pueblo. Adjuntía para 
la Prevención de Conflictos Sociales y la Gobernabili-
dad, 2020, pág. 17).

ASPECTOS QUE IMPACTAN EN LA (IN)SEGURIDAD CIUDADANA EN EL PERÚ
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Ahora bien, desde el 2013 hasta el 2019 se reportaron 
en el Perú 62 personas fallecidas y 1 894 heridos, de 
los cuales 1 092 eran civiles, 794 policías y 8 pertene-
cían a las Fuerzas Armadas, en el marco de conflictos 
sociales (Falen, 2019). Según cifras de Wayka, basadas 
en información de la Defensoría del Pueblo, en los úl-
timos años, 93 civiles fallecieron y otros 5 364 fueron 
heridos durante los conflictos sociales (Meneses, 2020). 
También se registró un alto número de protestas, mu-
chas de las que terminaron en enfrentamientos con la 
Policía Nacional del Perú, de acuerdo con la Defensoría 
del Pueblo:

“(…) Entre enero y febrero de 2020 se registró 299 
protestas. En el 2019, las acciones colectivas de pro-
testa ascendieron a 1711, muy cerca de la cifra del 
2018, pero 70 % más que el 2017. El 2015 se man-
tiene como el año con mayor número de protestas: 
2194. La protesta es la forma en la que la sociedad 
exterioriza sus reclamos. Puede tratarse de marchas 
pacíficas o enfrentamientos violentos con la policía 
nacional en los que mueren personas o quedan he-
ridas. Según el SIMCO, entre abril de 2007 y febrero 
de 2020, la Defensoría del Pueblo registró 14,558 
acciones colectivas de protesta en el país. Del total 
de ellas, el 21.5 % (3123) se expresaron a través de 
acciones de violencia (...)” (Defensoría del Pueblo. 
Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales y 
la Gobernabilidad, 2020).

De las acciones colectivas de protestas que implicaron 
violencia, 1 684 supusieron bloqueo de vías (carrete-
ras o vías de acceso); 926, toma de entidades, locales, 
campamentos; 371, enfrentamientos entre sectores de 
la sociedad y la Policía Nacional del Perú u otros sec-
tores de la sociedad, y 142 implicaron destrucción o 
daño a la propiedad pública y/o privada (Defensoría del 
Pueblo, 2020, pág. 7).

Bajo este contexto, es importante que la PNP inter- 
venga de acuerdo con sus funciones y con respeto de 
los derechos humanos, más aún si tenemos que a la 
conflictividad social –muy presente en el Perú– se le 
suma la emergencia sanitaria. Al respecto, ya en febre-
ro del año 2020 la Defensoría del Pueblo sostuvo lo 
siguiente:

“La responsabilidad de restablecer el orden públi-
co recae constitucionalmente en la Policía Nacional. 
En los últimos años se observan progresos norma-
tivos y logísticos, pero hay una agenda pendiente 
en materia de generación de instrumentos para la 
especialización en este tipo de intervenciones y en 
el correcto uso de la fuerza. Es urgente que, en el 
nuevo contexto social impuesto por la pandemia, se 
tomen medidas respecto de este campo del queha-
cer policial (...)” (Defensoría del Pueblo, 2020).

Desafortunadamente, tal como se adelantó de manera 
general en la parte inicial de este trabajo, en el con-
texto de la emergencia sanitaria por la COVID-19, des-

de el Estado, no se adoptaron las medidas necesarias 
para enfrentar adecuadamente este escenario de crisis, 
conflictividad y criminalidad. En el siguiente apartado, 
la investigación profundizará el análisis de los hechos 
ocurridos en el Perú durante la pandemia.

3.3  SEGURIDAD CIUDADANA Y EMER-
GENCIA SANITARIA POR LA COVID-19 

Para enfrentar la pandemia de la COVID-19, el Estado 
peruano declaró, mediante Decreto Supremo N.° 44-
2020-PCM (y prorrogado sucesivamente), el estado de 
emergencia nacional. Esta declaratoria de emergencia 
dispuso la restricción de algunos derechos humanos, 
como, por ejemplo, la libertad y seguridad personales, 
la inviolabilidad del domicilio y la libertad de reunión y 
de tránsito en todo el territorio nacional. A inicios de 
la emergencia, el Gobierno también dispuso el aisla-
miento social obligatorio de todas las personas y dictó 
limitaciones al derecho de tránsito (cuarentena)2; es de-
cir, los ciudadanos solo podían circular por las vías de 
uso público para prestar y acceder a servicios y bienes 
esenciales3. Si bien estas y otras medidas buscaban ga-
rantizar la salud pública, tuvieron un impacto directo en 
las personas bajo situación de vulnerabilidad. Así, por 
ejemplo, en el caso de las mujeres víctimas de violencia 
familiar, al encontrarse en una situación de aislamiento 
social, el riesgo de sufrir nuevos actos de violencia se 
incrementó. Y esto fue lo que precisamente motivó la 
dación del Decreto Legislativo N.° 1470, que estableció 
medidas para garantizar la atención y protección de las 
víctimas de violencia contra las mujeres y los integran-
tes del grupo familiar durante la emergencia sanitaria 
declarada por la COVID-19. En esta línea, las personas 
que incumplían las disposiciones previstas en la decla-
ratoria de emergencia eran detenidas por resistencia o 
desobediencia a la autoridad, de conformidad con el 
artículo 368 del Código Penal peruano. Esto reveló los 
estereotipos sobre determinados grupos de personas y 
el uso indebido de la fuerza pública. Sobre este punto, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos señaló 
en abril del 2020 lo siguiente:

“Debe cuidarse que el uso de la fuerza para imple-
mentar las medidas de contención por parte de los 
funcionarios encargados del cumplimiento de la 
ley se ajuste a los principios de absoluta necesidad, 
proporcionalidad y precaución de acuerdo a la juris-
prudencia de la Corte Interamericana (...)” (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2020).

A pesar de esto, a lo largo de los meses de emergencia 
sanitaria vividos en el Perú, ocurrieron distintos hechos 
que evidencian que, si bien existe un marco normativo 

2	 Artículo 1° del Decreto Supremo N.° 44-2020-PCM.

3	 Artículo 4° del Decreto Supremo N.° 44-2020-PCM. 
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(con algunas falencias) que procura garantizar la se-
guridad ciudadana; en la práctica, aún falta un largo 
camino por recorrer. Estas falencias, precisamente, se 
agravaron durante la pandemia; así, se revelaron casos 
de detenciones arbitrarias, de violencia sexual por parte 
de miembros de la Policía Nacional del Perú, operativos 
policiales con resultado de muertes y uso indebido de 
la fuerza.

En el caso de mujeres trans, la violencia contra ellas se 
agravó cuando, a través del Decreto Supremo N.° 057-
2020-PCM (que modificó el artículo 3° del Decreto Su-
premo N.° 051-2020-PCM, que prorrogó el estado de 
emergencia nacional declarado mediante Decreto Su-
premo N.° 044-2020-PCM), se ordenó que determina-
dos días transitaran solo hombres; y otros, solo mujeres. 
Con este marco legal, se ejercieron castigos corporales 
de carácter transfóbico y homofóbico en contra de mu-
jeres trans4, pues los efectivos policiales consideraban 
que las víctimas, al salir el día en que solo correspondía 
circular a las mujeres, terminaban desobedeciendo lo 
dispuesto por el decreto (Paucar, 2020).

Ahora bien, al tiempo que se modificaban las medidas 
y se mantenía la prohibición para las reuniones sociales, 
el 22 de agosto del 2020 se llevó a cabo un operativo 
policial “que tenía como objetivo identificar y detener 
a 120 personas que se habían reunido de manera clan-
destina en la discoteca ‘Thomas Restobar’ ubicada en 
el Distrito de Los Olivos” (Villafuerte & López, 2020).

En esta operación policial, 13 personas resultaron falle-
cidas. De acuerdo con las palabras del entonces presi-
dente de la República Martín Alberto Vizcarra Cornejo, 
“la intervención policial en la discoteca Thomas Resto-
bar, que dejó un saldo de 13 fallecidos, no cumplió con 
los ‘protocolos correspondientes’ y pidió una investiga-
ción a fondo para que se determinen las responsabili-
dades” (TvPe Noticias, 2020). Luego, en el marco de las 
protestas a raíz de la vacancia del todavía presidente de 
la República Martín Alberto Vizcarra Cornejo, las vio-
laciones a los derechos humanos denunciados dieron 
lugar a que la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos realizara una visita in loco a Perú.

Como resultado de la información recabada en su visi-
ta, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
sostuvo lo siguiente: 

“(…) la CIDH observa con preocupación que la res-
puesta del Estado frente a las movilizaciones 
se caracterizó por la represión mediante un uso 
excesivo y desproporcionado de la fuerza. Por 
ejemplo, testimonios dan cuenta de la presencia de 
agentes policiales disparando gases lacrimógenos 
desde techos y azoteas. También se ha registrado 

4	 Estos castigos incluían realizar saltos en cuclillas repitiendo frases 
como “quiero ser hombre”.

el despliegue de policías motorizados irrumpiendo 
entre personas y contingentes, mediante golpes y 
uso de motocicletas, con el propósito de reducir a 
los manifestantes, para ser posteriormente deteni-
dos. Asimismo, diversos testimonios denunciaron 
la participación de agentes policiales, vestidos de 
civil y sin identificación, entre los manifestantes, a 
los que señalaron como pertenecientes al llamado 
‘Grupo Terna’. Igualmente, la Comisión recibió de 
forma consistente relatos que dan cuenta del uso 
de helicópteros sobrevolando las manifestaciones a 
baja altitud, dando la impresión de rasear a los ma-
nifestantes, generando un clima de intimidación y 
miedo (...)” (Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, 2020). (El resaltado es nuestro)

Además de esto, se reportaron casos de detenciones ar-
bitrarias; violencia sexual en la modalidad de tocamien-
tos indebidos y desnudez forzada; amenazas contra 
defensores de derechos humanos y obstaculización de 
su labor; personas desaparecidas, entre otros (Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, 2020).

En los días antes señalados, bajo protestas y represión 
policial, dos jóvenes (Inti Sotelo y Bryan Pintado) fa-
llecieron; centenares de personas resultaron heridas y 
decenas de personas fueron detenidas; incluso, existie-
ron casos de personas reportadas como desaparecidas 
(Salud con lupa, 2020). Tan solo el día 14 de noviembre 
se registraron más de 200 personas heridas, y estos he-
chos aún son materia de investigación por el Ministerio 
Público (Convoca, 2020).

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos se-
ñaló lo siguiente: 

“De forma particular, el día 14 de noviembre, una 
segunda gran marcha fue convocada en más de 
doce puntos de la capital peruana por diversos co-
lectivos sociales. Según fue informada la Comisión, 
esta jornada dio cuenta de altos niveles de violen-
cia y de represión, que terminó con al menos 107 
personas heridas por lesiones por proyectiles, inha-
lación de gases tóxicos y politraumatismos, según 
reportes del Ministerio de Salud y de EsSalud; y con 
el fallecimiento de dos jóvenes, Jordan Inti Sotelo 
Camargo y Jack Bryan Pintado Sánchez” (Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, 2020).

La organización Human Rights Watch también se pro-
nunció y destacó el uso indiscriminado de la fuerza con 
resultados fatales, el uso de armas no permitidas y la 
existencia de otras violaciones a derechos humanos, ta-
les como detenciones arbitrarias, entre otras (Human 
Rights Watch, 2020). En diciembre del 2020, en el mar-
co de un paro agrario realizado en el departamento 
de Ica, impulsado por distintos reclamos laborales, se 
denunció que la muerte del joven Jorge Yener Muñoz 
Jiménez habría sido ocasionada por un proyectil de fue-
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go. Como en otros caso, los hechos se encuentran en 
etapa de investigación5 (La República, 2020).

A partir de lo expuesto, es importante reiterar que, 
aun bajo un estado de emergencia, la PNP debe usar 
excepcionalmente la fuerza, y siempre de acuerdo con 
los principios y los estándares antes expuestos. De esta 
manera, las políticas públicas y las otras medidas que se 
adopten en aras de una seguridad democrática debe-
rán tener en cuenta siempre el respeto irrestricto de los 
derechos humanos, incluso en contextos excepcionales, 
donde las atribuciones que se otorgan a las fuerzas del 
orden deben tener la claridad y las prevenciones sufi-
cientes para que no sucedan vulneraciones como las 
antes descritas.

Los acontecimientos que ocurrieron durante la emer-
gencia sanitaria con el resultado de personas fallecidas 
y heridas, así como otras violaciones a los derechos hu-
manos, revelan que el modelo actual de seguridad no 
resulta suficiente para garantizar el pleno respeto de 
los derechos humanos y de los principios democráticos.

3.4  POLÍTICAS PÚBLICAS PARA GARAN-
TIZAR LA SEGURIDAD CIUDADANA EN 
EL PERÚ

El Estado peruano adopta un marco normativo y de 
políticas públicas para procurar y asegurar la seguridad 
ciudadana. Con fecha 12 de febrero del 2003, se publi-
có la Ley N.° 27933, Ley del Sistema Nacional de Segu-
ridad Ciudadana. El 4 de diciembre del 2014, a través 
del Decreto Supremo N.° 011-2014-IN, se reglamentó 
esta ley. La ley fue modificada mediante Decreto Legis-
lativo N.° 1454, publicado el 16 de setiembre del 2018, 
y se redefinió el concepto de seguridad ciudadana:

“Artículo 2°.- Seguridad ciudadana.
Se entiende por Seguridad Ciudadana, para efectos 
de esta Ley, a la acción integrada y articulada que 
desarrolla el Estado, en sus tres niveles de gobierno, 
con la participación del sector privado, la sociedad 
civil organizada y la ciudadanía, destinada a asegu-
rar la convivencia pacífica, la erradicación de la vio-
lencia y la utilización pacífica de las vías y espacios 
públicos. Del mismo modo, contribuir a la preven-
ción de la comisión de delitos y faltas”.

Con este decreto legislativo también se modificaron 
los objetivos del Sistema Nacional de Seguridad Ciu-
dadana (Sinasec), que había sido creado mediante Ley 
N.°  27933:

5	 Sobre esto, la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos dio 
cuenta de presuntas irregularidades al momento de efectuar la ne-
cropsia, pues se habría entregado a la Policía Nacional, sin la pre-
sencia del abogado de la familia, la munición extraída del cadáver 
(Coordinadora Nacional de Derechos Humanos, 2020).

“Artículo 3°.- Sistema funcional.

Créase el Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana 
(Sinasec), encargado de asegurar el cumplimiento 
de las políticas públicas que orientan la intervención 
del Estado en materia de seguridad ciudadana para 
garantizar la seguridad, la paz, la tranquilidad, el 
cumplimiento y respeto de las garantías individuales 
y sociales a nivel nacional para lograr una situación 
de paz social y protección del libre ejercicio de los 
derechos y libertades, en el marco de lo dispuesto 
en la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo.

Son objetivos del Sistema Nacional de Seguridad 
Ciudadana (Sinasec) los siguientes:

a)	 Asegurar el cumplimiento efectivo de las políti-
cas públicas nacionales en materia de seguridad 
ciudadana, articulando los diferentes niveles de 
gobierno, las entidades públicas y la sociedad ci-
vil, bajo un enfoque descentralizado de gestión 
por resultados.

b)	 Impulsar la articulación de los programas del Es-
tado, en sus tres niveles de gobierno, para aten-
der los territorios del país más vulnerables a la 
violencia y el delito.

c)	 Motivar a la comunidad para que apoye activa-
mente el esfuerzo multisectorial por mejorar la 
seguridad local.

d)	 Coordinar las políticas, lineamientos y especifica-
ciones técnicas a fin de garantizar la estandariza-
ción e interoperabilidad de los sistemas de radio 
y video vigilancia y radio comunicación a nivel 
nacional para la seguridad.

e)	 Priorizar y desarrollar las políticas multisectoriales 
preventivas del delito.

f)	 Promover el funcionamiento estructurado, arti-
culado y descentralizado de sus órganos, involu-
crando todos los niveles de gobierno, los cuales 
se complementan entre sí a fin de alcanzar resul-
tados efectivos.

g)	 Consolidar la estructura y el funcionamiento ar-
ticulado de las secretarías técnicas de seguridad 
ciudadana como órganos de soporte de los co-
mités de seguridad ciudadana, garantizando el 
adecuado funcionamiento del Sinasec en todos 
los niveles de gobierno”.

Este decreto legislativo mantiene al Consejo Nacional 
de Seguridad Ciudadana (Conasec) como el máximo 
organismo encargado de la formulación, conducción y 
evaluación de las políticas de seguridad ciudadana, con 
autonomía funcional y técnica.

El 21 de junio del 2019 se publicó el Decreto Supre-
mo N.° 013-2019-IN, que aprueba el Plan Nacional de 
Seguridad Ciudadana 2019-2023, que plantea los si-
guientes cinco objetivos estratégicos:

“OE 1: Reducir los homicidios a nivel nacional.
OE 2: Reducir el número de fallecidos y heridos de 
accidentes de tránsito.
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OE 3: Reducir la violencia contra mujeres y los inte-
grantes del grupo familiar.

OE 4: Promover espacios públicos libres de hurto y 
robo.

OE 5: Reducir la victimización cometida por bandas 
criminales hacia las personas naturales y jurídicas”.

A pesar de lo expuesto, la seguridad ciudadana en el 
Perú todavía no puede ser garantizada.

3.4.1  Rol de la Policía Nacional del Perú 
para garantizar el orden público y la se-
guridad ciudadana 

En el Perú, la función de mantener la seguridad y el 
orden público recae en la Policía. El artículo 166 de la 
Constitución Política precisa que “[l]a Policía Nacional 
tiene por finalidad fundamental garantizar, mante-
ner y restablecer el orden interno. Presta protección y 
ayuda a las personas y a la comunidad. Garantiza el 
cumplimiento de las leyes y la seguridad del patrimonio 
público y del privado. Previene, investiga y combate la 
delincuencia. Vigila y controla las fronteras”. En esta 
misma línea, la sentencia del Tribunal Constitucional re-
caída en el Expediente N.° 00002-2008-PI/TC, del 9 de 
setiembre del 2009, escribe lo siguiente:

“10. A su vez, la seguridad ciudadana comprende la 
preservación de ‘la paz, la tranquilidad y la seguri-
dad de los ciudadanos, sin mediar el factor político 
y/o el trasfondo ideológico en su vulneración. Quien 
delinque contra la seguridad ciudadana, no se pro-
pone derrocar o amenazar al régimen político cons-
titucionalmente establecido, a fin de imponer uno 
distinto o una distinta ideología’. (Tribunal Constitu-
cional, Expediente N.° 0005-2001-AI/TC. Sentencia 
del 5 de noviembre de 2001, fundamento N.° 2). 
En este aspecto, la función de garantizar, mante-
ner y restablecer el orden interno le corresponde, 
de forma exclusiva pero no excluyentemente, a la 
Policía Nacional, de acuerdo con el artículo 166° de 
la Constitución” (Sentencia del Tribunal Constitucio-
nal, 2009).

A partir de este marco normativo, el Decreto Legislativo 
N.° 1267 (publicado el 18 de diciembre del 2016), Ley 
de la Policía Nacional del Perú, desarrolla las funciones 
de la Policía:

“Artículo III.- Función policial.

Se desarrolla en el marco de su finalidad fundamen-
tal descrita y definida en el artículo 166 de la Consti-
tución Política del Perú, ejerciendo sus funciones en 
su condición de fuerza pública del Estado.

La Policía Nacional del Perú para el cumplimiento de 
la función policial realiza lo siguiente:

1)	 Garantiza, mantiene y restablece el orden inter-
no, orden público y la seguridad ciudadana.

2)	 Presta protección, y ayuda a las personas y a la 
comunidad.

3)	 Garantiza el cumplimiento de las leyes y la segu-
ridad del patrimonio público y privado.

4)	 Previene, investiga los delitos y faltas, combate la 
delincuencia y el crimen organizado.

5)	 Vigila y controla las fronteras.

6)	 Vela por la protección, seguridad y libre ejercicio 
de los derechos fundamentales de las personas y 
el normal desarrollo de las actividades de la po-
blación.

7)	 Presta apoyo a las demás instituciones públicas 
en el ámbito de su competencia.

La función policial se materializa mediante la ejecu-
ción del servicio policial, requiriéndose del personal 
policial conocimientos especializados que permita la 
excelencia del servicio a prestar.

Los lineamientos rectores para la ejecución del servi-
cio policial serán determinados mediante reglamen-
to.

El personal de la Policía Nacional del Perú ejerce la 
función policial a dedicación exclusiva y obligatoria 
en todo momento, lugar y circunstancia. Está sujeta 
a las prohibiciones e incompatibilidades señaladas 
en el presente Decreto Legislativo”. 

Al respecto, no se debe interpretar o creer que la res-
ponsabilidad de construir una política pública de segu-
ridad democrática recae únicamente en la PNP. Como 
se señaló en acápites previos, la seguridad democrática 
es un concepto más amplio; sin embargo, como la Po-
licía cumple un rol fundamental en garantizar la segu-
ridad ciudadana, para lo que puede usar la fuerza, se 
torna indispensable demarcar cuáles son los escenarios 
y alcances del tema, siempre bajo un enfoque de dere-
chos humanos.

3.4.1.1  Marco normativo sobre el uso 
de la fuerza con pleno respeto de la de-
mocracia y de los derechos humanos 

El 16 de agosto del 2015 se publicó el Decreto Legislati-
vo N.° 1186, que regula el uso de la fuerza por parte de 
la Policía Nacional del Perú. Esta norma contempla los 
principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad y 
establece los niveles del uso de la fuerza de acuerdo 
con la resistencia de la persona a intervenir. El 27 de 
julio del 2016, el Decreto Supremo N.° 012-2016-IN re-
glamentó esta norma. 

En la misma línea, las instituciones públicas aprobaron 
directivas internas relacionadas con el tema. El 14 de 
agosto del 2018, por ejemplo, la Resolución Ministe-
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rial N.° 952-2018-IN aprobó el “Manual de Derechos 
Humanos Aplicados a la Función Policial”. El 7 de ju-
nio del 2018, la Resolución de Fiscalía de la Nación N.° 
001907-2018-MP-FN aprobó la Directiva General N.° 
003-2018-MP-FN, que regula el ejercicio de la función 
fiscal en caso de uso de la fuerza por parte de la PNP.

A pesar de contar con un marco normativo acorde con 
estándares internacionales, el 28 de marzo del 2020 
se publicó la Ley N.° 31012, Ley de Protección Policial, 
que elimina el principio de proporcionalidad previsto en 
el Decreto Legislativo N.° 1186 y prohíbe que se dicte 
detención preliminar judicial o prisión preventiva con-
tra efectivos policiales durante investigaciones penales 
relacionadas con el uso de la fuerza donde alguna per-
sona haya resultado herida o fallecida. Esta ley también 
dispone que el principio de razonabilidad de medios se 
interprete a favor del personal policial interviniente.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) expresó su preocupación sobre la vigencia de 
esta norma de la siguiente manera:

“La CIDH advierte que, aunque el Decreto Legisla-
tivo No. 1186 regula el uso de la fuerza por parte 
de la Policía Nacional, mediante la aprobación de la 
Ley No. 31012 (conocida como Ley de Protección 
Policial), el 20 de marzo de 2020, dicho Decreto fue 
reformado en su artículo 4 para derogar el princi-
pio de proporcionalidad de la normativa nacional. 
Según la información disponible, lo anterior podría 

tener como finalidad establecer una presunción a 
favor de los agentes policiales sobre la razonabilidad 
en el uso de la fuerza, lo que podría además favo-
recer su impunidad. Preocupa seriamente a la CIDH 
dicha derogación, por lo que llamado al Estado pe-
ruano a realizar una revisión de la Ley No. 31012 
con miras a realizar los ajustes necesarios para su 
conformidad con los estándares interamericanos en 
materia del cumplimiento de las obligaciones deri-
vadas del artículo 2 de la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos” (Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, 2020).

Aunque las funcionarias y funcionarios públicos ejerzan 
el control de convencionalidad (Sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Caso Rochac 
Hernández y otros vs. El Salvador) y puedan inaplicar 
las disposiciones internas si no se corresponden con es-
tándares internacionales (Sentencia de la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos. Caso Fontevecchia y 
D’amico vs. Argentina, 2011), como es el caso de la Ley 
N.° 31012; la sola vigencia de esta norma estaría con-
traviniendo el deber de implementación y adecuación 
del Estado peruano a estándares internacionales.

Con todo lo expuesto hasta aquí, resta desarrollar una 
propuesta para establecer una política pública de se-
guridad democrática que, desde diversos ángulos, ase-
gure el respeto de los derechos humanos y convenga 
con los principios democráticos, sobre todo en acciones 
relacionadas con el mantenimiento del orden interno.
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Como ya se puntualizó en líneas anteriores, la seguri-
dad ciudadana y, en particular, el ejercicio de la función 
policial en nuestros países (con las singularidades del 
nuestro) frecuentemente no se corresponden con los 
estándares establecidos en el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos y con los principios democráti-
cos, tal como lo describe la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos:

“En esta dirección, en varios países del hemisferio, 
la doctrina policial se mantiene ligada al concepto 
de orden público, atendiendo antes a la seguridad 
del Estado que a las necesidades de las personas o 
grupos que integran la sociedad. Complementaria-
mente, la referencia a los derechos humanos en la 
doctrina clásica policial de la región a lo sumo apare-
ce como una referencia accesoria, nunca vinculada a 
lo que se entiende corporativamente son los valores 
o principios que caracterizan la labor policial. Para 
que una fuerza policial aspire a ser respetuosa de los 
derechos humanos no sólo requiere de formación 
teórica sino que debe organizarse, seleccionar su 
personal, capacitarse permanentemente y realizar 
su operaciones profesionales de forma tal de hacer 
efectivos los derechos humanos de la población a 
la que sirve” (Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, 2009).

Queda claro, por lo hasta aquí mostrado, que uno de 
los componentes esenciales de un modelo de seguridad 
democrática es el respeto de los derechos humanos. En 
esa línea, esta idea de seguridad no puede acarrear la 
privación de derechos, sino más bien ser un instrumen-
to para el desarrollo social (Tudela, s/f, pág. 5). Así, la 
seguridad democrática y la seguridad ciudadana son 
conceptos muy vinculados. Y en la seguridad demo-
crática misma se hace referencia a la gobernabilidad 
democrática de la seguridad ciudadana como “la ca-
pacidad institucional por parte de las autoridades legíti-

mas de diseñar, implementar y evaluar políticas de pre-
vención y control de la violencia y el delito” (Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, 2009, pág. 31). 
En otras palabras, la seguridad democrática se vincula 
a la capacidad del Estado para garantizar la seguridad 
ciudadana con pleno respeto de los derechos humanos.

La tarea de construir un modelo de seguridad democrá-
tica debe realizarse a la luz del enfoque de los derechos 
humanos. Solo este rumbo permitirá “abordar la pro-
blemática de la criminalidad y la violencia y su impacto 
en la seguridad ciudadana mediante el fortalecimiento 
de la participación democrática y la implementación de 
políticas centradas en la protección de la persona hu-
mana, en lugar de aquellas que primordialmente bus-
can afianzar la seguridad del Estado o de determinado 
orden político” (Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, 2009, págs. ix-x).

Si bien el Derecho Internacional de los Derechos Hu-
manos no define el derecho a la seguridad, este se 
desprende bien de la garantía de derechos particular-
mente afectados por conductas violentas o delictivas: 
el derecho a la vida; el derecho a la integridad física; el 
derecho a la libertad personal; el derecho a las garan-
tías procesales y el derecho al uso pacífico de los bie-
nes (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
2009, págs. ix-x).

Esta lista no es taxativa, pues la garantía de la seguridad 
ciudadana también involucra otros derechos, como, 
por ejemplo, “el derecho a las garantías procesales y 
a la protección judicial; el derecho a la privacidad y a 
la protección de la honra y la dignidad; el derecho a la 
libertad de expresión; el derecho a la libertad de reu-
nión y asociación; y el derecho a la participación en los 
asuntos de interés público” (Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, 2009, pág. ix).

4
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Es oportuno resaltar que, incluso, cuando una persona 
atente contra el orden interno o seguridad ciudadana, 
los Estados deben respetar los derechos de esta perso-
na, sin que sea posible alegar la existencia de situacio-
nes excepcionales. Así lo sustentó la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos en la sentencia del Caso 
Alvarado Espinoza y otros vs. México: 

“178. (…) [E]n la adopción de medidas frente a 
quienes se presume que atentan en contra de la 
seguridad interna o del orden público, los Estados 
no pueden invocar la existencia de situaciones ex-
cepcionales como medio para suprimir o denegar 
derechos garantizados por la Convención, desnatu-
ralizarlos o privarlos de contenido real, o como jus-
tificación para practicar o tolerar actos contrarios a 
normas imperativas de derecho internacional, tales 
como la tortura, desapariciones forzadas y ejecucio-
nes extrajudiciales, entre otras graves violaciones” 
(Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Caso Alvarado Espinoza y otros vs. Méxi-
co, 2018).

4.1  SEGURIDAD DEMOCRÁTICA Y FUN-
CIÓN POLICIAL 

Los Estados tienen la obligación de garantizar la segu-
ridad y mantener el orden público dentro de su territo-
rio; por lo tanto, tienen la atribución de emplear legíti-
mamente la fuerza para restablecerlo de ser necesario 
(Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en 
Atenco vs. México, 2018).

Con tal fin, disponen de la existencia de órganos en-
cargados de mantener la seguridad y el orden públi-
co dentro de su ámbito estatal. Estos son los llamados 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. En ge-
neral, por tales, se hace referencia a los miembros de 
las Fuerzas Armadas y a los miembros de las policías 
nacionales.

Estos operadores/as, en el marco de sus funciones, de-
ben conducirse con absoluto respeto de los derechos 
humanos, sobre todo cuando hagan empleo de la fuer-
za. En los siguientes apartados, se realizará un acerca-
miento a tres temas de gran importancia que guardan 
relación precisamente con sus funciones: uso de la fuer-
za pública, detenciones y derecho a la protesta.

4.1.1  En relación con el uso de la fuerza 
pública 

El uso de la fuerza debe realizarse con pleno respeto 
de la democracia y de los derechos humanos; por ello, 
los Estados tienen obligaciones específicas, tales como:

“(i) regular adecuadamente su aplicación, mediante 
un marco normativo claro y efectivo; (ii) capacitar y 

entrenar a sus cuerpos de seguridad sobre los princi-
pios y normas de protección de los derechos huma-
nos, los límites y las condiciones a los que debe estar 
sometido toda circunstancia de uso de la fuerza, y 
(iii) establecer mecanismos adecuados de control y 
verificación de la legitimidad del uso de la fuerza” 
(Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual 
en Atenco vs. México, 2018).

En el sistema universal de derechos humanos existen 
instrumentos de soft law6 que se refieren al tema de 
uso de la fuerza. Estos son, principalmente, los siguien-
tes:

•	 Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y de 
armas de fuego por los funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley7.

•	 Código de conducta para funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley8. 

En el caso del sistema regional de protección de dere-
chos humanos, el sistema interamericano desarrolla los 
estándares sobre el uso de la fuerza pública a partir de 
la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos. Así, por ejemplo, en la sentencia de fe-
cha 4 de julio del 2007 (Fondo, Reparaciones y Costas), 
recaída en el Caso Zambrano Vélez y otros vs. Ecuador, 
la Corte estableció criterios para determinar el uso legí-
timo de la fuerza por parte de los funcionarios encarga-
dos de hacer cumplir la ley. Luego, en la sentencia del 
24 de octubre del 2012 (Fondo, Reparaciones y Costas), 
recaída en el Caso Nadege Dorzema y otros vs. Repúbli-
ca Dominicana, y en la sentencia del 27 de agosto del 
2014 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas), recaída en el Caso Hermanos Landaeta Mejías 
vs. Venezuela; la Corte profundizó el contenido de los 
principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad 
para el uso de la fuerza. En una sentencia reciente, so-
bre el Caso mujeres víctimas de tortura sexual en Aten-
co vs. México, el alto tribunal confirmó la obligación 
estatal de hacer uso de la fuerza de acuerdo con los 
principios antes referidos:

6	  Si bien los instrumentos de soft law no son estrictamente vinculantes 
para los Estados, sí tienen relevancia jurídica en la formación, desa-
rrollo, interpretación, aplicación y cumplimiento del Derecho Interna-
cional.

7	 Los principios básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de 
fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley fue-
ron adoptados en el Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en La 
Habana (Cuba), desde el 27 de agosto hasta el 7 de septiembre de 
1990. Disponible en https://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/
Pages/UseOfForceAndFirearms.aspx

8	 El Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cum-
plir la ley fue adoptado por la Asamblea General en su resolución 
34/169, del 17 de diciembre de 1979. Disponible en https://www.
ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/lawenforcementofficials.aspx

https://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/UseOfForceAndFirearms.aspx
https://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/UseOfForceAndFirearms.aspx
https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/lawenforcementofficials.aspx
https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/lawenforcementofficials.aspx
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“162. Tomando en cuenta lo anterior, la Corte ha 
establecido que la observancia de las medidas de 
actuación en caso que resulte imperioso el uso de la 
fuerza impone satisfacer los principios de legalidad, 
absoluta necesidad y proporcionalidad, en los térmi-
nos siguientes:

Legalidad: el uso de la fuerza debe estar dirigido a 
lograr un objetivo legítimo, debiendo existir un mar-
co regulatorio que contemple la forma de actuación 
en dicha situación.

Absoluta necesidad: el uso de la fuerza debe limi-
tarse a la inexistencia o falta de disponibilidad de 
otros medios para tutelar la vida e integridad de la 
persona o situación que pretende proteger, de con-
formidad con las circunstancias del caso.

Proporcionalidad: los medios y el método emplea-
dos deben ser acordes con la resistencia ofrecida y el 
peligro existente. Así, los agentes deben aplicar un 
criterio de uso diferenciado y progresivo de la fuer-
za, determinando el grado de cooperación, resisten-
cia o agresión de parte del sujeto al cual se pretende 
intervenir y con ello, emplear tácticas de negocia-
ción, control o uso de fuerza, según corresponda” 
(Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual 
en Atenco vs. México, 2018).

Sobre las investigaciones en casos donde, a partir del 
uso de la fuerza, existan lesiones o muertes, “corres-
ponde al Estado la obligación de proveer una explica-
ción satisfactoria y convincente de lo sucedido y desvir-
tuar las alegaciones sobre su responsabilidad, mediante 
elementos probatorios adecuados” (Sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso 
Montero Aranguren y otros [Retén de Catia] vs. Vene-
zuela, 2006).

Si se tiene conocimiento de que se emplearon armas 
de fuego con consecuencias letales, el Estado tiene la 
obligación de determinar si la privación de la vida fue 
arbitraria o no (Sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. Caso Favela Nova Brasilia vs. Brasil, 
2017). Esta investigación debe iniciarse exoficio y sin 
dilación; asimismo, deberá ser seria, imparcial y efecti-
va (Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Caso Montero Aranguren y otros [Retén de 
Catia] vs. Venezuela, 2006). 

4.1.2  En relación con las detenciones 

Entre las competencias de los funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley (la Policía Nacional, por ejemplo), 
figura la de efectuar detenciones cuando se advierta la 
comisión de algún delito en flagrancia o en el marco de 
la ejecución de alguna orden judicial; sobre todo, en el 
primer caso, cuando el fin sea la preservación de la se-
guridad ciudadana y del orden interno. Toda detención 

en flagrancia, como afectación a la libertad personal, 
deberá adecuarse a determinados estándares sobre la 
materia. De manera específica, el numeral 2) del artí-
culo 7° de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos prescribe que “nadie puede ser privado de su 
libertad física, salvo por las causas y en las condiciones 
fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de 
los Estados Parte o por las leyes dictadas conforme a 
ellas”.

En cuanto a esto, la Corte precisó que “nadie puede ser 
sometido a detención o encarcelamiento por causas y 
métodos que –aun calificados de legales– puedan repu-
tarse como incompatibles con el respeto a los derechos 
fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas, 
irrazonables, imprevisibles o faltos de proporcionalidad 
(…)” (Sentencia de la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos. Caso J. vs. Perú, 2013). Así también, 
cualquier detención realizada por razones discrimina-
torias son manifiestamente irrazonables y, por tanto, 
arbitrarias (Sentencia de la Corte Interamericana de De-
rechos humanos. Caso Azul Rojas Marín y otra vs. Perú, 
2020). Además, toda persona tiene derecho a ser infor-
mada sobre los motivos y las razones de su detención y 
sobre sus derechos cuando esta se produce. Igual dere-
cho le asiste a la persona que ejerce su representación 
o custodia legal (Sentencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos. Caso de los Hermanos Gómez 
Paquiyauri vs. Perú, 2004).

Ahora bien, ya en el marco de la detención, conviene 
señalar que el Estado es el garante de todas las per-
sonas que quedan bajo su custodia, entre quienes fi-
guran, claro está, las personas detenidas (Sentencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso 
Espinoza Gonzáles vs. Perú, 2014). Sobre este punto, la 
Corte anota lo siguiente:

“177. La Corte ha señalado que, en casos donde las 
víctimas alegan haber sido torturados estando bajo 
la custodia del Estado, éste es responsable, en su 
condición de garante de los derechos consagrados 
en la Convención, de la observancia del derecho a la 
integridad personal de todo individuo que se halla 
bajo su custodia. Asimismo, la jurisprudencia de la 
Corte ha señalado que siempre que una persona es 
privada de la libertad en un estado de salud normal 
y posteriormente aparece con afectaciones a su sa-
lud, corresponde al Estado proveer una explicación 
satisfactoria y convincente de esa situación. En con-
secuencia, existe una presunción por la cual el Esta-
do es responsable por las lesiones que exhibe una 
persona que ha estado bajo la custodia de agentes 
estatales. En dicho supuesto, recae en el Estado la 
obligación de proveer una explicación satisfactoria y 
convincente de lo sucedido y desvirtuar las alegacio-
nes sobre su responsabilidad, mediante elementos 
probatorios adecuados” (Sentencia de la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos. Caso Espinoza 
Gonzáles vs. Perú, 2014).
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Es claro, por otro lado, que se encuentran estrictamen-
te prohibidos los actos de violencia sexual y los actos de 
tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes, en 
cualquier situación, incluida la privación de la libertad 
(Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos. Caso Favela Nova Brasilia vs. Brasil, 2017).

Finalmente, “[l]os funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley, en sus relaciones con las personas bajo 
custodia o detenidas, no emplearán la fuerza, salvo 
cuando sea estrictamente necesario para mantener la 
seguridad y el orden en los establecimientos o cuando 
corra peligro la integridad física de las personas” (Prin-
cipio N° 16 de los Principios básicos sobre el empleo 
de la fuerza y de armas de fuego por los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley). En relación con 
ello, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
señalado que “todo uso de la fuerza que no sea estric-
tamente necesario por el propio comportamiento de la 
persona detenida constituye un atentado a la dignidad 
humana” (Sentencia de la Corte Interamericana de De-
rechos humanos. Caso Azul Rojas Marín y otra vs. Perú, 
2020).

4.1.3  En relación con las protestas socia-
les 

La criminalidad organizada y la delincuencia común no 
son los únicos factores relacionados con la seguridad 
ciudadana que pueden vulnerar o amenazar determi-
nados derechos humanos. Justamente, de acuerdo con 
el diagnóstico efectuado en la parte inicial de esta in-
vestigación, en los países de la región, existen situacio-
nes que originan conflictividad social y protestas. 

En primer lugar, importa señalar que el derecho a la 
protesta es un derecho humano derivado del derecho a 
la reunión pacífica, que se encuentra reconocido en el 
artículo 21 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos (PIDCP) y en el artículo 15 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. En este mismo 
sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
precisó los alcances del derecho a protestar o manifes-
tar inconformidad contra alguna acción o decisión es-
tatal: 

“171. (…) El derecho protegido por el artículo 15 
de la Convención Americana “reconoce el derecho 
de reunión pacífica y sin armas” y abarca tanto reu-
niones privadas como reuniones en la vía pública, ya 
sean estáticas o con desplazamientos. La posibilidad 
de manifestarse pública y pacíficamente es una de 
las maneras más accesibles de ejercer el derecho a la 
libertad de expresión, por medio de la cual se puede 
reclamar la protección de otros derechos. Por tanto, 
el derecho de reunión es un derecho fundamental 
en una sociedad democrática y no debe ser inter-
pretado restrictivamente” (Sentencia de la Corte In-

teramericana de Derechos Humanos. Caso Mujeres 
Víctimas de Tortura Sexual en Atenco vs. México, 
2018).

En las protestas, resulta indispensable adoptar medidas 
específicas para evitar su criminalización. En primer lu-
gar, es inadmisible la penalización per se de las demos-
traciones en la vía pública siempre que se realicen en el 
marco del derecho a la libertad de expresión y del dere-
cho de reunión (Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, 2009). En segundo lugar, se deben imple-
mentar mecanismos que prohíban el uso de la fuerza 
letal como recurso en las manifestaciones públicas. Esto 
es lo que sostiene la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos sobre los acontecimientos suscitados en el 
Perú en noviembre del año 2020: 

“Además, la CIDH enfatiza que los Estados deben 
implementar mecanismos para prohibir de manera 
efectiva el uso de la fuerza letal como recurso en 
las manifestaciones públicas; y que la prohibición 
de portar armas de fuego y munición de plomo 
por parte de funcionarios, que pudieran entrar en 
contacto con manifestantes, se ha probado como 
la mejor medida de prevención de la violencia letal 
y la ocurrencia de muertes en estos contextos. Por 
ello, las armas de fuego y las respectivas municiones 
deben estar excluidas en los operativos de control 
de las protestas sociales” (Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, 2020).

En tercer lugar, no se puede calificar a una protesta 
como no pacífica en función de la acción de algunas 
personas. Es significativo que, cuando se cometan ac-
tos de violencia en el contexto de una protesta o ma-
nifestación, los infractores puedan ser individualizados, 
sin perjuicio de señalar que el derecho a la reunión pací-
fica de las y los otros manifestantes subsiste (Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, 2020). Además, 
si en el marco de las protestas o manifestaciones ocu-
rren detenciones o se requiere el uso de la fuerza, esto 
se deberá realizar bajo los estándares internacionales 
antes señalados.

Por último, debemos recordar que la Comisión Inte-
ramericana de Derechos Humanos ya formuló reco-
mendaciones a los Estados en cuanto a qué medidas 
se pueden adoptar en el marco de las manifestaciones 
públicas a fin de preservar los derechos de las perso-
nas (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
2006):

a)	 La implementación de mecanismos para prohibir de 
manera efectiva el uso de la fuerza letal como recur-
so en las manifestaciones públicas.

b)	 La implementación de sistemas de registro y control 
de municiones.

c)	 La implementación de un sistema de registro de las 
comunicaciones para verificar las órdenes operati-
vas, sus responsables y ejecutores.
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d)	 La promoción de la identificación personal con me-
dios visibles de los agentes policiales que participen 
de los operativos de control de orden público.

e)	 La promoción de espacios de comunicación y diá-
logo previo a las manifestaciones, y la actuación de 
funcionarios de enlace con los manifestantes, para 
coordinar el desarrollo de las acciones de manifesta-
ción y protesta y los operativos de seguridad pública 
evitando situaciones de conflicto.

f)	 La identificación de responsables políticos a cargo 
de los operativos de seguridad en las marchas, en 
especial cuando existan marchas programadas o 
conflictos sociales prolongados, o circunstancias 
que hagan prever riesgos potenciales para los de-
rechos de los manifestantes o terceras personas, a 
fin de que estos funcionarios estén encargados de 
controlar el operativo en el terreno, y hacer cumplir 
estrictamente las normas sobre uso de la fuerza y 
comportamiento policial.

g)	 El establecimiento de un sistema de sanciones ad-
ministrativas para las fuerzas policiales con instruc-
tores independientes y participación de las víctimas 
de abusos o actos de violencia.

h)	 Adoptar medidas para impedir que los mismos fun-
cionarios policiales o judiciales (jueces o fiscales) in-
volucrados directamente en los operativos estén a 
cargo de investigar irregularidades o abusos cometi-
dos en su desarrollo.

4.2  ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DE 
UNA POLÍTICA PÚBLICA DE SEGURIDAD 
DEMOCRÁTICA

Una propuesta inicial de principios orientadores de una 
política pública de seguridad ciudadana considerará 
como pilares fundamentales los propuestos a continua-
ción (Flacso Ecuador, Fundación Grupo Esquel, Friedrich 
Ebert Stiftung, 2005):

El respeto de los derechos 
humanos

La equidad social

El fortalecimiento de la 
cultura ciudadana 
relacionada con la 

convivencia pacífica, la vida 
comunitaria y el respeto de 
la diversidad y la diferencia

La participación ciudadana 
organizada y proactiva

La concertación social en la 
que participen el Estado, el 

sector privado y la 
ciudadanía

La descentralización

La cooperación 
interinstitucional

El enfoque de integralidad 
sobre la violencia

Fuente: creación del autor

Aunado a esto, cualquier iniciativa de construcción de 
un modelo de seguridad democrática no puede de-
jar de considerar los fenómenos particulares de cada 
Estado. Sin perjuicio de ello, “[l]os países, en diversas 
formas, enfrentan procesos de redefinición de la segu-
ridad nacional y las tensiones entre un concepto de se-
guridad interna, que cada vez está más identificado con 
los crecientes problemas de la seguridad pública, y los 
desafíos de seguridad regional” (Celi & Grabendorff, 
2020, pág. 5). 

Sobre la función policial, para que esta sea coherente 
con los principios democráticos, se convendrá en con-
siderar tres aspectos claves: “efectividad policial, legali-
dad policial y legitimidad policial” (Bonilla, 2018, págs. 
126-134): 

“1. Efectividad policial, que se centra en la calidad 
de la respuesta que el cuerpo policial ofrece a las 
demandas ciudadanas en torno a la seguridad y la 
convivencia, lo que está estrechamente relacionado 
con su misión institucional. 

HACIA LA CONSTITUCIÓN DE UNA POLÍTICA PÚBLICA DE SEGURIDAD DEMOCRÁTICA, CON  ÉNFASIS EN LA FUNCIÓN POLICIAL
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i.	 Eje normativo: 

•	 Normativa general: se deben incorporar aspectos 
legales que aseguren la gestión del Sector Interior 
por civiles. La realidad nos informa que el ejercicio 
ministerial por ex miembros de la institución policial 
entraña permanente el riesgo de tener visiones cor-
porativistas que generan opacidad en la gestión, au-
sencia de control, poco desarrollo de enfoques de-
mocráticos y, en el peor de los casos, la impunidad.

•	 Normativa especializada: la normativa vinculada 
con el uso de la fuerza (El Decreto Legislativo N.° 
1186 y su reglamento, por ejemplo) resultó de un 
intenso proceso participativo entre el Ministerio del 
Interior, la Policía Nacional del Perú y la sociedad ci-
vil, con el apoyo del Comité Internacional de la Cruz 
Roja y del Alto Comisionado de Derechos Humanos 
de Naciones Unidas. Sin embargo, como la dación 
de la Ley N.° 31012 representa un grave retroceso, 
debe ser derogada.

•	 Normativa operativa: será preciso revisar, actua-
lizar y desarrollar una normativa operativa para el 
empleo de la fuerza; para los aspectos pendientes 
(como las intervenciones policiales en casos de de-
lincuencia común y crimen organizado); para los en-
foques diferenciados por género, edad, orientación 
sexual, identidad de género, condición de discapaci-
dad, condición migrante, entre otros; así como, para 
el uso de medios de policía.

ii.	 Eje de articulación: 

•	 Articulación interinstitucional: como la gestión 
de los conflictos y de los otros aspectos de la se-
guridad ciudadana no son responsabilidad exclusiva 
de la Policía Nacional, concierne establecer un tra-
tamiento integrativo de las tareas a realizar; se de-
berán instaurar estándares y conceptos compartidos 
para un correcto abordaje intersectorial.

2. Legalidad policial, que evalúa la forma en que las 
prácticas policiales se ajustan o no a los lineamientos 
de deontología policial, y si las acciones de los miem-
bros de la institución se desarrollan en función del 
respeto o la transgresión de los códigos de conducta 
y disciplina internos y externos, el cumplimento de la 
constitución y la ley, el respeto por la dignidad de las 
personas y la protección de los derechos humanos. 

3. Legitimidad policial, que evalúa los niveles de 
confianza, credibilidad y respeto que los ciudadanos 
declaran tener en la policía”.

La propuesta que desarrolla este documento, basándo-
se en los principios y conceptos antes listados, gira en 
torno al fortalecimiento de los siguientes ejes interrela-
cionados:

Eje
normativo

EJES

Eje de
articulación

Eje de
especialización

Eje
tecnológico

Eje de 
investigación

y sanción

Eje de 
manejo de
recursos

Fuente: creación del autor
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•	 Articulación intrainstitucional: es preciso desa-
rrollar un proceso de estandarización de conceptos 
dentro de los propios órganos del Ministerio del In-
terior y de la Policía Nacional del Perú; en particu-
lar, los relacionados con el análisis y las labores de 
inteligencia y con los actores que serán objeto de 
protección y eventual control durante situaciones de 
movilización o protesta social (son visibles y frecuen-
tes las lecturas prejuiciadas sobre estos temas). Esto 
predispone la elaboración y la ejecución de planes 
operativos que culminan con un uso excesivo de la 
fuerza.

iii.	Eje de especialización de operadores/as

•	 Desarrollo de capacidades conceptuales y ope-
rativas generales: el enfoque de los derechos hu-
manos y las funciones policiales en contextos de-
mocráticos son temas insuficientemente tratados 
en la malla curricular de estudiantes suboficiales y 
oficiales.

•	 Desarrollo de capacidades conceptuales y ope-
rativas específicas y especiales, sobre el en-
foque de los derechos humanos en cuerpos 
especiales: al igual que lo antes señalado, estas ca-
rencias también suceden en los procesos de consti-
tución de capacidades de funcionarios que asumen 
responsabilidades tan delicadas como el control de 
multitudes. Tanto en este aspecto como en el ante-
rior hay una nula o insuficiente dotación de cuadros 
docentes especializados.

•	 Carreras especializadas dentro de la Policía: en 
nuestro país no existen políticas que permitan que 
tanto oficiales como suboficiales puedan avanzar 
profesionalmente en determinada rama especializa-
da; por el contrario, vive dentro de la institución una 
cultura del policía “que todo lo sabe, que conoce 
todas las culturas nacionales y que domina todas 
las especialidades”, este mito genera que no haya 
permanencia en las posiciones (de hecho hay una 
alta rotación física y de especialidades), cuestión 
que impide el desarrollo sostenible de capacidades y 
genera altos niveles de frustración.

iv.	Eje de manejo de recursos:

•	 Logística: espacios físicos de especialización 
operativa, tal como lo demuestran las experiencias 
internacionales, no basta con trasladar el conoci-
miento abstracto de lo señalado, pues también se 
requiere contar con espacios físicos adecuados para 
desarrollar las capacidades de “respuesta automá-
tica”, en correspondencia con los contenidos. En 
nuestro país, no existe un centro de especialización 
y capacitación sobre el uso de la fuerza que permita 
desarrollar y mantener estas capacidades operativas.

•	 Dotación adecuada de medios de policía: aún 
es insuficiente la calidad y la cantidad de medios de 
protección y de contención con los que la Policía Na-
cional del Perú cuenta. Urge la evaluación de las vi-
tuallas existentes y la adquisición de los medios que 
exige el ejercicio democrático de la función policial.

v.	 Eje de investigación y sanción respecto a vio-
laciones a los derechos humanos cometidos en 
el marco del mantenimiento del orden y de la 
seguridad ciudadana

•	 Por el sistema de control interno del Ministerio 
del Interior: una política sostenida que asegure la 
gestión en manos de civiles contribuirá al estableci-
miento de un sistema de control autónomo de los 
investigados, al que se le deberán sumar políticas y 
herramientas de transparencia y rendición de cuen-
tas (Bonilla, 2018, pág. 126).

•	 Por los otros órganos del sistema de justicia: 
tanto el Poder Judicial como el Ministerio Público 
no tienen conocimientos jurídicos ni culturas insti-
tucionales para afrontar casos relacionados con el 
uso de la fuerza; como comportamiento general, 
por ejemplo, utilizan parámetros vinculados con el 
derecho penal tradicional y no con los estándares 
específicos de esta submateria, lo que conlleva altos 
niveles de impunidad. Así, se deben desarrollar ca-
pacidades de conocimiento y aplicación de aspectos 
relacionados con el uso de la la fuerza, la elabora-
ción y ejecución de planes operativos, los medios 
de policía, entre otros. Además, se deberá seguir 
avanzando en el desarrollo de una normativa ope-
racional institucional (ya existe la Directiva General 
N.°  003-2018-MP‑FN, del Ministerio Público, que 
regula el ejercicio de la función fiscal cuando se in-
vestigan casos relacionados con el uso de la fuerza 
por parte de la Policía) y de ser posible de carácter 
interinstitucional (Policía Nacional del Perú, Ministe-
rio Público y Poder Judicial) que asegure la interven-
ción y control en situaciones de uso de la fuerza, 
especialmente frente a multitudes.

vi.	Eje tecnológico

Generación/desarrollo de infraestructura y de capacida-
des vinculadas con el gobierno digital que, entre otros 
aspectos, permitan lo siguiente: la constitución de una 
base de datos compartida (homogenizada en lo semió-
tico), sistematizada y en tiempo real de la información 
relacionada con la función policial, la conflictividad y el 
proceso de gestión de políticas sobre delincuencia co-
mún, crimen organizado y conflictos sociales en todos 
los actores estatales intervinientes. En otras palabras, 
se deberá contar con una gobernanza digital basada 
en la interoperabilidad, que contribuya con los aspec-
tos antes destacados y que considere, entre otros, los 
siguientes componentes:
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•	 Desarrollo de una cultura y compromiso real de to-
dos los actores involucrados para establecer un siste-
ma integrado de seguridad ciudadana democrática.

•	 Interoperabilidad tecnológica entre los diferentes 
sistemas del Estado relacionados con la seguridad 
ciudadana.

•	 Interoperabilidad informacional, comprensión com-
partida de los conceptos aplicables a la gestión de la 
seguridad ciudadana de parte de todos los sujetos 
oficiales comprometidos con el tema.

•	 Interpretabilidad organizacional administrativa y po-
lítico legal.
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•	 La violencia es un fenómeno generalizado tanto en 
América Latina como en el Perú. Sus causas son va-
rias: uso arbitrario de la fuerza pública; altos índices 
de criminalidad organizada y delincuencia común; 
violencia basada en género; trata de personas; trá-
fico ilícito de drogas; existencia de conflictos arma-
dos, entre otras. De manera particular, es necesario 
destacar la existencia un gran número de conflictos 
sociales; en especial, los de carácter socioambiental 
ocurridos en los últimos años.

•	 En tanto la seguridad ciudadana se relaciona con 
estos y otros fenómenos, como la globalización y el 
desarrollo de la tecnología, por ejemplo, entonces, 
la construcción de su definición resulta dinámica. 
No obstante, toda política de seguridad ciudadana 
debe basarse en el respeto de los derechos huma-
nos.

•	 El marco normativo con el que cuenta el Estado pe-
ruano le otorga a la Policía Nacional (a nivel cons-
titucional) la función de velar por el orden público. 
El Perú también cuenta con el Sistema Nacional de 
Seguridad Ciudadana y con un Plan de Seguridad 
Ciudadana, cuyo horizonte temporal va desde el 
2019 hasta el 2023. Además, ya tenía desarrollado 
un marco normativo sobre el uso de la fuerza acorde 
con estándares internacionales y con los principios 
de legalidad, necesidad y proporcionalidad; sin em-
bargo, la aprobación de la Ley N.° 31012 supone un 
retroceso.

•	 A partir de las cifras de personas heridas y fallecidas 
en conflictos sociales (en los últimos 15 años, la cifra 
asciende a 5 364 civiles heridos y 93 fallecidos) y de 
los reportes de detenciones arbitrarias, violencia se-
xual y otras vulneraciones de los derechos humanos, 
como consecuencia de una respuesta estatal des-
proporcionada ante hechos que pueden afectar el 
orden público (la criminalidad organizada, la delin-
cuencia común, la conflictividad social y la protestas, 
por ejemplo); se dejar ver la necesidad de reevaluar 
las políticas públicas existentes. Como esta situación 
durante la emergencia sanitaria por la COVID-19 se 

mantiene, su evaluación debe realizarse con carác-
ter de urgencia.

•	 Además, es necesario contar con una política de se-
guridad democrática; es decir; con un modelo que 
garantice la seguridad ciudadana con pleno respe-
to de los derechos humanos, sobre todo en esce-
narios complejos de conflictividad social o de alta 
criminalidad (organizada o delincuencia común). En 
este marco, tres temas que guardan relación con las 
funciones que tiene la Policía Nacional del Perú para 
mantener el orden público deben recibir especial 
atención: el uso de la fuerza pública, las detenciones 
y el respeto del derecho a la protesta.

•	 Conjuntamente con el respeto de los derechos 
humanos, esta política de seguridad democrática 
deberá descansar en principios orientadores tales 
como la equidad social; el fortalecimiento de la cul-
tura ciudadana respecto de la convivencia pacífica, 
de la vida comunitaria y del respeto de la diversidad 
y la diferencia; la participación ciudadana organiza-
da y proactiva; la concertación social en la que par-
ticipe el Estado, el sector privado y la ciudadanía; la 
descentralización; la cooperación interinstitucional; 
y un enfoque integral sobre la violencia.

•	 Para materializar esta propuesta, se necesita un 
planteamiento integral, capaz de no centrarse úni-
camente en la adecuación normativa, sino que con-
tribuya también al reforzamiento de las capacidades 
institucionales (principalmente de la Policía Nacional 
del Perú) y que atienda a las demandas tecnológi-
cas necesarias; así como, a todos los factores que 
impactan en la seguridad ciudadana de un Estado, 
como la garantía de contar con un sistema de justi-
cia especializado en estos temas. Se propone, pues, 
el fortalecimiento de los siguientes seis ejes interre-
lacionados: (1) eje normativo; (2) eje de articulación; 
(3) eje de especialización; (4) eje de manejo de re-
cursos; (5) eje de investigación y sanción y (6) eje 
tecnológico.

•	 Es preciso fortalecer las herramientas y los pro-
cesos que permitan contar con indicadores serios 
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para evaluar el ejercicio y el resultado de la función 
policial, fundamentalmente sobre el uso de la fuer-
za, tanto su actividad de prevención, represión e 
investigación de delitos comunes y de crimen orga-
nizado como en contextos de protesta social, por 
ejemplo.

•	 Finalmente, se deben establecer políticas de trans-
parencia y de rendición de cuentas relacionadas 
con el quehacer policial que permitan, por un lado, 
acciones de accountability desde la sociedad civil y, 
por otro lado, el fortalecimiento de la legitimidad 
policial.
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Actualmente, el concepto de segu-
ridad ciudadana en regímenes de-
mocráticos (y también autoritarios) 
se transforma de acuerdo con el 
contexto de la globalización. En esta 
línea, fenómenos, amenazas y fac-
tores de riesgo, principalmente de 
índole transnacional, impactan en el 
espacio regional y afectan la propia 
noción sobre seguridad. 

La seguridad democrática tiene que 
incorporar un enfoque de derechos 

POLÍTICA PÚBLICA DE SEGURIDAD CIUDADANA  
CON ENFOQUE DE DERECHOS HUMANOS  
Hacia un modelo de seguridad democrática

Para más información, por favor, visite: 
https://peru.fes.de/publicaciones 

humanos. Bajo este marco, deberá 
tomarse en cuenta que la existencia 
de la seguridad ciudadana no solo 
depende de la protección de los de-
rechos de la ciudadanía, sino de que 
exista un rol participativo e inclusivo 
de la misma ciudadanía en la cons-
trucción y la supervisión de las políti-
cas de seguridad. 

La tarea de construir un modelo 
de seguridad democrática debe 
realizarse a la luz del enfoque de 

los derechos humanos. Solo este 
rumbo permitirá “abordar la pro-
blemática de la criminalidad y la 
violencia y su impacto en la se-
guridad ciudadana mediante el 
fortalecimiento de la participación 
democrática y la implementación 
de políticas centradas en la pro-
tección de la persona humana, en 
lugar de aquellas que primordial-
mente buscan afianzar la seguri-
dad del Estado o de determinado 
orden político”. 
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